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       Acta No.014
Bogotá, D.C, diecisiete (17) de mayo de dos mil once (2011).

Se resuelve el recurso de casación interpuesto por HAROLD SALAZAR EIDELMAN contra la sentencia dictada el 11 de octubre de 2007 por el Tribunal Superior de San Gil, en el proceso que el recurrente promovió contra la COMERCIALIZADORA INTERNACIONAL FALCON FARMS DE COLOMBIA S.A., ‘C.I. FALCON FARMS DE COLOMBIA S.A.’. 
I. ANTECEDENTES

Para los efectos del recurso es suficiente decir que el hoy recurrente persiguió, entre otras, que se condenara a la demandada a pagarle la sanción por la falta de consignación del auxilio de la cesantía y sus intereses de los años 2000 a 2002; la moratoria por el no pago de prestaciones sociales e indemnización por terminación unilateral y sin justa causa del contrato de trabajo, indexada, aduciendo para ello, en síntesis y en lo pertinente, que el contrato de trabajo que le vinculó a la demandada desde el 1º de octubre de 1995 ésta lo terminó el 23 de mayo de 2003 aduciendo “justas causas que no existieron”, pero que en todo caso constituyó una decisión “totalmente extemporánea y, en consecuencia, no existe relación causa -  efecto entre la supuesta falta y la terminación del contrato”; y que aparte de no consignarle la cesantía y sus intereses durante el término indicado, a la terminación del vínculo no le pagó las prestaciones sociales a las que tenía derecho.   
II. RESPUESTA A LA DEMANDA 
La sociedad al contestar aceptó la vinculación laboral aducida en la demanda y los términos de su vigencia, pero respecto de las indicadas pretensiones alegó en su defensa que terminó el contrato de trabajo por justa causa, pues el actor utilizó su posición de Gerente de Gestión Humana para disponer que una de sus subalternas prestara sus servicios a uno de los negocios de su propiedad no obstante estar percibiendo el salario de la empresa, situación que fue comprobada por los funcionarios de seguridad y que aquél intentó simular incluyéndola en la nómina de trabajadores en uso de vacaciones, debiendo “adelantar una delicada investigación administrativa sobre el caso, tal como se acreditará”. En cuanto al auxilio de la cesantía, sus intereses y las prestaciones sociales reclamadas, afirmó que desde el 30 de junio de 1996 “las partes convinieron la modalidad de salario integral a partir de tal fecha y hasta la terminación del vínculo”. Propuso las excepciones de prescripción, inexistencia de la obligación, buena fe patronal, enriquecimiento indebido, temeridad y mala fe y pago.  

III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Bogotá, por fallo de 7 de marzo de 2005, condenó a la demandada a pagar al actor $12’702.698,38 por concepto de auxilio de la cesantía; $1’386.327,61 por intereses de las mismas y $12’702.798,38 por concepto de prima de servicios. La absolvió de las demás pretensiones de la demanda inicial y le impuso  las costas.
IV. SENTENCIA DEL TRIBUNAL

La alzada se surtió por apelación de ambas partes y terminó con la sentencia atacada en casación,  mediante la cual el Tribunal Superior de San Gil en Sala de Descongestión, confirmó la de su inferior con costas del 50% a cargo de cada uno de los recurrentes. 
Respecto del despido sin justa causa en discusión en el recurso extraordinario, una vez dio por probada la relación de trabajo y sus extremos temporales, así como que “el despido del trabajador según se desprende de la carta de terminación unilateral del contrato visible a los folios 14 a 17 del cuaderno principal, se hizo con sujeción al numeral 6 del artículo 7º del Decreto 2351 de 1965”, aseveró que la causal alegada por la empleadora, “fundada en la utilización por parte del señor Harol(sic) Salazar Eidelman de trabajadores de la empresa demandada, en labores remuneradas al servicio de terceras personas, concretamente ne la labor que la señora Celina Roldan desarrollaba en el parqueadero de propiedad del señor Salazar Eidelman”, se encontraba acreditada con los testimonios de Mauricio Sánchez Ángel y Humberto Gutiérrez Gutiérrez, como “también en los documentos obrantes dentro del proceso como es el caso del instrumento visible al folio 82 del cuaderno principal donde se relaciona por parte del Director del Departamento de Seguridad Humberto Gutiérrez Marinenacci, las fechas en las cuales la señora no asistió a laborar a la empresa donde recibía la remuneración”, coligiéndose, en consecuencia, “que efectivamente la empresa estableció las irregularidades que en su interior se venían presentado producto de las actuaciones indebidas de quien fungía como Gerente de Recursos Humanos”.   
En lo que toca con las indemnizaciones derivadas de la no consignación de la cesantía y sus intereses y del no pago de las prestaciones sociales a la terminación del contrato de trabajo, luego de dar por probado que la demandada no acreditó el pacto del salario integral alegado en la contestación de la demanda, aseveró que “en este caso concreto no se vislumbra mala fe de la parte empleadora, por el contrario, se creyó que se estaba de cara al salario integral y que por existir justa causa para el despido ninguna suma debía cancelar al demandante”. 
V. EL RECURSO DE CASACIÓN
Fue interpuesto por el actor  y con la demanda que lo sustenta, que fue replicada, pretende que la Corte case parcialmente la sentencia del Tribunal y, en sede de instancia, revoque las absoluciones del juez de primer grado al pago “de la sanción por el pago incompleto de los intereses sobre las cesantías causadas a favor del demandante, la indemnización por la omisión en la consignación del auxilio de cesantía del demandante de los años 2000, 2001 y 2002, Indemnización moratoria por la omisión en el pago de las prestaciones sociales a la terminación del contrato de trabajo, indemnización indexada por terminación unilateral e injustificada del contrato de trabajo. Confirmará la sentencia recurrida en lo demás”. 

Para tales efectos formula tres cargos, que serán decididos en el orden propuesto. 

VI. PRIMER CARGO 

Acusa la sentencia de aplicar indebidamente el numeral 6º y el Parágrafo del artículo 7º del Decreto 2351 de 1965, subrogatorio del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, “lo que condujo a la falta de aplicación del artículo 64 del C.S.T., modificado por el artículo 28 de la Ley 789 de 2002, en concordancia con el artículo 127 del C.S.T., subrogado pro el artículo 14 de la Ley 50 de 1990”, por haber incurrido en el error de hecho de “no dar por demostrado, estándolo, que C.I. FALCON FARMS DE COLOMBIA S.A. dio por terminado el contrato de trabajo de HAROLD SALAZAR EIDELMAN en forma extemporánea, esto es habiendo transcurrido más de cinco (5) meses desde que tuvo conocimiento de la supuesta falta cometida” al apreciar erróneamente la carta de despido, las comunicaciones de folios 57, 58 y 82 y el informe de vacaciones de folio 61.     
Afirma que en las instancias no solo discutió la existencia de la justa causa para su despido sino también lo oportuno de la misma, por lo que, vistos los folios que indica como erróneamente apreciados, los cuales discrimina, debe advertirse que si el conocimiento de la falta que la empleadora le atribuyó para despedirlo, que fue el utilizar los servicios de Celina Roldán para su beneficio no obstante estar siendo pagada por la empresa, lo obtuvo plenamente la empresa en el mes de diciembre de 2002, y sólo hasta el 23 de mayo de 2003 decidió terminarle el contrato de trabajo, es decir, más de cinco meses después de tener por probados los hechos que le endilgó, “la sanción impuesta por tales hechos es absolutamente extemporánea y debe entenderse como ‘ilegal”, motivo por el cual no son aplicables las disposiciones que dice indebidamente aplicadas y, en cambio, tal extemporaneidad “indica la necesidad de aplicar la indemnización correspondiente y a que hace referencia el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo”. En su apoyo transcribe apartes de la sentencia de la Corte de 30 de junio de 2005 (Radicado 24.821).     
VII. LA RÉPLICA 
La opositora reprocha al cargo atribuir al fallo la falta de aplicación de algunos preceptos, modalidad de violación de la ley no prevista en la casación del trabajo; indicar al final la impertinencia de algunas normas cuando al comienzo dijo fueron indebidamente aplicadas; y no destruir los razonamientos probatorios del Tribunal sobre la acreditación de la falta en que incurrió para ser despedido.
VIII. CONSIDERACIONES DE LA CORTE

Cierto es que la falta de aplicación es una modalidad de violación de la ley extraña a la casación del trabajo, pero también lo es que no por tal señalamiento pueda derruirse el cargo, pues al comienzo del mismo en forma técnica el recurrente le atribuyó al fallo la aplicación indebida de una normas por haber incurrido en el error de hecho que enunció a causa de la errónea apreciación de unos específicos medios de prueba, con lo cual cumplió a cabalidad la exigencia técnica de la vía escogida en la casación. Además, la aplicación indebida de la ley a causa de errores de hecho o de derecho se traduce en que a pesar de no estar probados los supuestos de hecho de la norma, ésta se aplique en sentido negativo, es decir, desestimado la pretensión o si estando acreditado tales supuestos, se aplicará positivamente, haciéndole producir efectos jurídicos.

Por tanto, no son atinados los reproches técnicos atribuidos al cargo.

Ahora bien, siendo indiscutible que la empleadora  dio por terminado el contrato de trabajo al actor por comunicación de 23 de mayo de 2003 (folios 14 a 17, hecho 14 de la demanda - folio 5-, contestación folio 9, cuaderno 2 y carta folios 20 a 23),  aduciendo hechos ocurridos en el mes de diciembre de 2002 (ítem 2 de la carta de despido, referidos a la utilización por parte de éste de una empleada de la empresa en servicios a un establecimiento de comercio de su propiedad en horario que correspondía al laboral de la empresa, que dio por probados a través de los testimonios de sus empleados Mauricio Sánchez y Humberto Gutiérrez, (numeral 4 de la misiva de despido y corroboró al contestar el hecho 15 de la demanda inicial – folio 9 cuaderno 2-), quienes hacían parte de la Seguridad de la empresa y corroboraron el conocimiento e informe de tales hechos el 13 de diciembre de 2002 (folios 63 a  72 y 83 a 87), así como las pesquisas antecedentes y concomitantes sobre la calidad de trabajadora activa y no en vacaciones de la susodicha trabajadora (contestación hechos 14 y 15 de la demanda, carta de despido, interrogatorio de parte de folios 63 a72 y comunicaciones de folios 57 y 58), es indiscutible que entre una y otra fechas transcurrieron algo más de cinco meses.       
Y tal diferencia temporal entre el conocimiento de los hechos imputados como causa del despido y la determinación cuestionada fue asunto discutido por el hoy recurrente en su demanda inicial y en su apelación.

A pesar del juez de la alzada haber advertido que el asunto era tema de discusión, soslayó en su decisión que al respecto la demandada apenas alegó al contestar la demanda que la sanción no era extemporánea, porque “la empresa debió adelantar una delicada investigación administrativa sobre el caso, tal como se acreditará”, mas, sin embargo, a lo largo de la actuación no la acreditó.     
Por manera que, como lo sostiene el recurrente, el Tribunal no dio por probado, estándolo, que la manifestación de terminación unilateral del contrato de trabajo por parte de la empleadora el 23 de mayo de 2003, aduciendo justa causa fundada en hechos establecidos el 13 de diciembre de 2002, refulge a todas luces extemporánea y, por ende, a la luz de la jurisprudencia, injusta.

Ello con más veras cuando a pesar de alegarse en la contestación de la demanda que tal término se justificaba por haberse adelantado una ‘delicada investigación administrativa’, en la misma carta de despido se había dicho que lo era, además, porque “la empresa ha dedicado éste(sic) término también a la selección y contratación de la persona que lo reemplazará”, proceder que en modo alguno resulta justificativo del retardo de una determinación que supone la pérdida de la confianza en un trabajador que en su condición de Gerente de Personal o Gestión Humana, como la denomina la empresa, pueda mantener en su cargo, cuando “decidió poner a trabajar a uno de sus subalternos en su propio beneficio y menos aún pueda mantenerlo, cuando para tratar de eludir la responsabilidad por el hecho mal intencionado, en forma precipitada opta por enviarla a vacaciones contrariando todas las políticas empresariales al respecto”, para decirlo en las palabras de la empleadora al despedirlo.

De suerte que, por no aparecer la dicha investigación, alegada por la demandada al despedir al trabajador y a la que aludieron de manera genérica Mauricio Sánchez Ángel al absolver el interrogatorio de parte que en nombre de la empresa absolvió y el Jefe de Seguridad de la misma empresa en su testimonio, quedó su afirmación huérfana de prueba y por tanto, acreditada la extemporaneidad de la medida que adoptó para finiquitar la relación laboral con su trabajador. Lo dicho sin desconocerse que los actos de investigación referidos en el proceso datan de fechas precedentes y concomitantes al 13 de diciembre de 2002, pero que no refieren la actuación de la demandada durante los meses subsiguientes hasta el 23 de mayo de 2003 cuando comunicó su despido al actor. 
Lo asentado permite a la Corte recordar lo que en múltiples ocasiones ha sostenido, esto es, que la terminación del contrato de trabajo por justa causa por parte del empleador debe ser, además de explícita y concreta, tempestiva, pues aun cuando el legislador no ha establecido límites temporales máximos para que ante tal situación éste invoque en su favor la condición resolutoria del vínculo jurídico, no puede desatenderse que entre éstas y aquella no debería mediar término o, a lo sumo, el que resulte apenas razonable, y que de no proceder el empleador inmediatamente o dentro de un plazo razonable a provocar el despido del trabajador se impone entender, en sana lógica, que absolvió, perdonó, condonó o dispensó la presunta falta.
Además, como es el empleador quien debe exponer las razones por las cuales no provocó inmediatamente a la falta del trabajador el despido, y éstas --como en el presente caso ocurrió en que se alegó el adelantamiento de una --‘delicada investigación administrativa’--, constituyen por regla general afirmaciones definidas, al tenor del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, aplicable a los juicios del trabajo por la remisión de que trata el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es el quien debe acreditarlas en el respectivo proceso, de modo que, de no hacerlo, emerge indubitable que no fue esa la verdadera motivación de su proceder, tornándose injusto el despido y haciéndose en consecuencia acreedor a la condigna condena contemplada para esos efectos por el legislador, en nuestro caso el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo.
Puede afirmarse entonces que, la justicia del despido no es dable predicarla sino en tanto aparezca debidamente probada la conducta disonante del trabajador con sus deberes de tal encausada en el marco legal correspondiente invocado por el empleador; y en cuanto éste haya ejercido con inmediatez su prerrogativa de provocar la terminación del vínculo, o en caso de no ser así que resulte razonable, apareciendo también debidamente acreditado en el proceso, que debió cumplir diligencias, actuaciones o tomar medidas apropiadas para tal efecto. De no ocurrir lo primero, la ilegalidad de la decisión del empleador no amerita mayor comentario; y de no aparecer establecido lo segundo, muy a pesar de la gravedad de la falta imputada al trabajador, el despido deviene igualmente ilegal.  

En similares términos recordó la Corte en sentencia de 16 de julio de 2007 (Radicación 28682), lo siguiente:

"Asimismo, se impone traer a colación la sentencia de 30 de julio de 1993, radicado 5889, citada por el demandante en el recurso de apelación, en la cual la Corte razonó así:

"(…) En efecto, es de esperar que un empleador prudente se cerciore suficientemente acerca de la forma como ocurrieron los hechos constitutivos de la violación del contrato, y asimismo sobre otras circunstancias que puedan tener influencia en la grave decisión que habrá de privar del empleo al trabajador, sin olvidar que, además, el empresario puede estar obligado por convención o reglamento a cumplir ciertos trámites previos al despido, o que desee simplemente acatar las pautas que sobre la materia señala la Recomendación 166 de la Organización Internacional del Trabajo.

“Lo que la jurisprudencia de la Corte ha precisado como voluntad del legislador es que entre la falta y la sanción debe existir una secuencia  tal que para el  afectado y para la comunidad laboral en la  cual desarrolla su actividad no quede ninguna duda acerca de que la terminación unilateral del contrato se originó en una determinada conducta del trabajador, impidiendo así que el empleador pueda invocar incumplimientos perdonados o infracciones ya olvidadas como causales de un despido que, en verdad tiene motivación distinta, pero esto no significa, que el empresario esté obligado a precipitar decisiones que, tomadas apresuradamente, en muchos casos redundarían en perjuicio de los intereses de los propios trabajadores"(subrayado fuera de texto)."    
Conforme a lo visto, se casará el fallo atacado en cuanto confirmó la absolución del juzgado al pago de la indemnización por despido sin justa causa. 
No se estudia el segundo cargo por perseguir idéntico objeto al estudiado. 
 IX. TERCER CARGO 
Acusa la sentencia de “violar directamente y por falta de aplicación del (sic) artículo 14 y 43 del C.S.T., lo que a su vez lo condujo a la falta de aplicación del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y del artículo 65 del C.S.T. subrogado por el artículo 29 de la Ley 789 de 2002” 
En  la demostración aduce que a pesar de que el Tribunal dio por probado que la demandada no acreditó el salario integral que dijo haber pactado con él en 1996 y la condenó a pagar las prestaciones sociales causadas en los últimos tres años, no la condenó a pagar las sanciones derivadas del incumplimiento oportuno de tales pagos, como las indemnizaciones por no pago de cesantías y sus intereses y la moratoria por no pago de prestaciones sociales a la terminación del vínculo.

Sostiene que la consecuencia de no pagar las prestaciones sociales cuando no se pacta el salario integral no solamente comprende su pago, sino también el de las dichas indemnizaciones, más aún en este caso en que “la sentencia de segunda instancia no hace mención alguna a la buena fe de la empresa”.
X. LA RÉPLICA
La opositora replica que el Tribunal sí tuvo en cuenta expresamente las disposiciones a las que se refiere el cargo, luego entonces no incurrió en los yerros jurídicos que se le enrostran; y que igual cosa ocurrió con la buena fe que ella alegó, que encontró acreditada el juzgador en la creencia de haber estado frente a la creencia de una relación laboral regida por salario integral. 
XI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE
Ya se dijo por la Corte al resolverse la primera acusación que la falta de aplicación no es una modalidad de violación de la ley en la casación del trabajo, pues las previstas en ella son la infracción directa, la aplicación indebida y la interpretación errónea. Sin embargo, la jurisprudencia ha entendido que la falta de aplicación es posible asimilarla a la infracción directa de la ley cuando implique la sustracción del juzgador a la aplicación de la norma que regula el caso por ignorancia o rebeldía, como aquí afirma el recurrente ocurrió.  
No obstante, cabe decir que el Tribunal no soslayó las disposiciones que el recurrente indica, pues, como lo recuerda la opositora, al referirse a la falta de pago de las prestaciones sociales del actor durante los tres últimos años de la relación, que lo condujo a confirmar la condena de su inferior, entre ellos el de la cesantía y sus intereses, expresamente asentó que “en este caso concreto no se vislumbra mala fe de la parte empleadora, por el contrario, se creyó que se estaba de cara al salario integral y que por existir justa causa para el despido ninguna suma debía cancelar al demandante” .
De tal manera que la absolución frente a los dichos conceptos no fue el resultado de haberse sustraído el juez de la segunda instancia a la aplicación de los preceptos que los gobiernan, sino cosa distinta, por haber dado por probado que la empleadora actuó dentro de los cánones de la buena fe, por estar precedida de la convicción de encontrarse en una relación sometida en su aspecto económico al denominado ‘salario integral’, muy a pesar de que el pacto del mismo, por escrito, no hubiere sido allegado a los autos y por tanto se viera avocada a confirmar las condenas que a ese respecto profirió su inferior.     

 Así las cosas, las inferencias del Tribunal no se produjeron respecto de este aspecto de la litis en el terreno de la existencia de las normas, como para de allí poder predicar su falta de aplicación, sino en uno distinto, en el del análisis de las pruebas, del cual no es dable hacer tal predicamento y, por ende, en un todo ajeno al adoptado en el cargo que se estudia.
 De modo que, para poder abordar las apreciaciones probatorias que condujeron al Tribunal a encontrar acreditada la buena fe en el proceder omisivo de la demandada en el pago de las prestaciones sociales del actor, entre ellas las cesantías y sus intereses y lo que correspondiera a la liquidación definitiva de dichas acreencias, el recurrente debió plantear su acusación por la vía de violación de la ley que se ocupa de esos razonamientos, pero en modo alguno por la de los razonamientos jurídicos por la que enderezo la acusación. Y lo anotado sin dejar pasar por desapercibido que, entre otras, el juzgador invocó el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, para referirse al tema de la buena fe de la demandada que equivocadamente el recurrente dice dejó de lado.  

En consecuencia, se rechaza el cargo.
XII. SENTENCIA DE INSTANCIA
Como quedó dicho al resolver el primero de los cargos de la demanda de casación, el despido del actor devino ilegal y, por tanto, sin justa causa, por no acreditarse las razones aducidas por la empleadora para dejar pasar más de cinco meses desde el conocimiento de los hechos que le dieron origen hasta cuando tomó la determinación, y ello aunque de éstos no quedó duda.
Luego, entonces, sin más razonamientos a los señalados al desatar el respectivo cargo, procede revocar la decisión absolutoria de primer grado en este punto, para, en su lugar, establecer el valor de la indemnización pretendida en la demanda, indexada, bajo el entendido de haber sido la vinculación del demandante de carácter indefinido entre el 1º de octubre de 1995 y el 23 de mayo de 2003, y su último salario fue de $4’802.980,00, esto es, prestó su servicios por término superior a un (1) año con un último salario superior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales de la época ($332.000,00 X 10 = $3’320.000,00).  
 


Así, como el demandante laboró para la demandada 7 años y 234 días, al tenor del artículo 64, literal b), numeral 2., del Código Sustantivo del Trabajo, tuvo derecho a 252.43 días de salario como indemnización por despido sin justa causa al 24 de mayo de 2003, es decir, a $40’399.465,77, los cuales, indexados al 30 de abril de 2011, resultan equivalentes a $ 57.763.534,25. 

  
En mérito de lo expuesto, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN LABORAL, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CASA PARCIALMENTE la sentencia dictada por el Tribunal Superior de San Gil el 11 de octubre de 2007, en cuanto confirmó la absolución de la demandada al pago de la indemnización por despido sin justa causa. En sede de instancia, REVOCA PARCIALMENTE la proferida a su vez por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Bogotá el 7 de marzo de 2005 en tal sentido y, en su lugar, CONDENA a la demandada a pagar al actor el aludido concepto en suma de 40.399.465,77 al 24 de mayo de 2003, que indexada al 30 de abril de 2011 equivale a $ 57.763.534,25, dentro del proceso que HAROLD SALAZAR EIDELMAN promovió contra la COMERCIALIZADORA INTERNACIONAL FALCON FARMS DE COLOMBIA S.A., ‘C.I. FALCON FARMS DE COLOMBIA S.A.’. NO LA CASA EN LO DEMAS.

 
Sin costas en el recurso extraordinario y las de las instancias en la forma allí ordenada.
Cópiese, notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen.  

LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS

JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ             ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN            
CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE  FRANCISCO JAVIER RICAURTE GÓMEZ

CAMILO TARQUINO GALLEGO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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